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PARECOS Y AUSTRALES


Ensayos de cultura de la Colonia


«Parecos de nosotros los españoles son los de la Nueva España, que viven en Síbola y por aquellas partes» dice Francisco López de Gómara, porque «no moramos en contraria como antípodas», sino en el mismo hemisferio. «Austral» es el término que adoptaron los habitantes del virreinatos del Perú para publicarse. Bajo esas dos nomenclaturas con las que las gentes de indias son llamadas en la época, la colección de «Ensayos de cultura de la colonia» acogerá ediciones cuidadas de textos coloniales que deben recuperarse, así como estudios que, desde una intención interdisciplinar, desde perspectivas abiertas, desde un diálogo intergenérico e intercultural traen de la América descubierta y de su proyección en los virreinatos.
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En la redacción de esta libro se ha observado sistemáticamente la siguiente clave de abreviaturas para las referencias pertinentes a los repositorios jurídicos y teológicos:
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 regula (regla de la sección final del Liber VI: De regulis iuris canonici).
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 Liber sextus de Bonifacio VIII
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 Liber extra, decretales de Gregorio IX







Convenciones de cita


Observando escrupulosamente la práctica de los antiguos canonistas, Bartolomé de las Casas citaba las leyes civiles o canónicas por las primeras palabras de la respectiva norma seguidas por el título del libro en el que se encontraban. Para evitar los riesgos de ambigüedad que dicho sistema, en ocasiones, acarreaba, en esta libro modernizamos las referencias excepto cuando una ley constituye el objeto de una larga meditación del padre Las Casas. En estos casos, damos el nombre convencional de la ley indicando su respectivo lugar en el Corpus iuris canonici o civilis con el sistema moderno.


Como se puede apreciar en la lista de abreviaturas, a varias las afecta una terrible bisemia que he debido de mantener, pero que se esfuma al insertar la sigla en su respectiva cadena sintáctica. En el caso de las secciones del Corpus iuris civilis, los números que siguen a la respectiva abreviatura refieren al libro, título y número de la ley correspondiente. Por ejemplo, para referirme a la ley Ex hoc Iure, de Iustitia et Iure escribo D.1.1.5 (ley 5, título 1, libro primero del Digestum Vetus) y para referirme a la ley Verba testamenti, de falsa causa escribo C.6.44.1 (ley 1, título 44, libro 6 del Codex Iustiniani). En el caso del Corpus iuris canonici, sigo las convenciones estipuladas en el libro de James Coriden: An Introduction to Canon Law (202-204), a las que me he permitido introducir la innovación siguiente: no separo las referencias con comas sino con puntos para ocupar menos espacio textual. Así, por ejemplo, para referirme al canon In apibus escribo c.41.C.7.q.1 (canon 41 de la quaestio 1 incluida en la causa 7), para referirme a la decretal Quod super his, de voto escribo c.8.X.3.34 (capítulo 8, título 34, libro tercero del Liber Extra).


En tanto que sin excepción los canonistas y legistas estructuran sus comentarios en función del ordenamiento de ambos cuerpos legales, las citas de sus glosas, lecturas y comentarios repiten el lugar del cuerpo legal correspondiente precedido de la preposición latina Ad y del nombre propio del comentario del jurista. Así, por ejemplo, aludo al comentario de Inocencio IV a la Decretal Quod super his, de voto de la siguiente manera: Inocencio IV, Apparatus ad c.8.X.3.34 (comentario ubicado en el aparato de Inocencio IV sobre el capítulo 8, título 34, libro tercero del Liber Extra).


A pesar de que, por haber escrito y muerto mucho antes del Concilio de Trento, los canonistas emplean la Vetus latina para citar pasajes de la Biblia, he normalizado en mis traducciones y pequeñas ediciones de sus mosaicos textuales las referencias escriturísticas con las siglas y convenciones de la Vulgata para evitar la hipodistinción referencial y la rareza de aquella antigua versión bíblica.


Salvo indicación en contrario, los tratados de 1552 y la Historia de las Indias se citan en la edición mexicana del Fondo de Cultura Económica; la Apologética historia sumaria, en la edición de la Biblioteca de Autores Españoles.




Introducción


Flanqueada por la figura de Santo Toribio de Mogrovejo, segundo arzobispo de Lima, y por la del gobernador jerezano Álvar Núñez Cabeza de Vaca, la imagen de Bartolomé de las Casas se ubica en la base central del extremo vitral derecho, desde la perspectiva del espectador, en la pared frontal de la Capilla Española, una de las siete Capillas de las Lenguas que componen el ábside de la catedral neoyorquina de Saint John the Divine y que honran el diverso carácter lingüístico y cultural de la ciudad del Hudson.1


En el vitral se aprecia a Las Casas hablando con Pedro de Alvarado, adelantado de Guatemala. A pesar de la ausencia de leyenda alguna, con excepción de la mera identificación de los personajes, todo parece indicar que la escena se refiere a las conversaciones que Las Casas sostuvo con Alvarado y otros conquistadores de Guatemala para persuadirlos sobre la pertinencia del proyecto misionero pacífico en Tuzulutlán, la entonces Tierra de Guerra que mudaría posteriormente su nombre al de La Verapaz (Remesal 1:212 [lib. 3, cap. 10]). Por la orientación hacia el este de la pared posterior de la Capilla Española, el sol escala su parte trasera por las mañanas. En su interior, los rayos del astro se filtran a través de las imágenes impresas en los vitrales que tiñen el espacio de un indeleble matiz tornasol que se proyecta sobre las baldosas ajedrezadas del piso. La proyección de la figura de Las Casas se agranda con un definido perfil, cuya contemplación invita a pasar del ámbito cromático al textual y a preguntarse por el filtro con que Las Casas percibía el “color” de los acontecimientos que le tocaron vivir, por la definición que les imprimió al registrarlos en sus escritos y, sobre todo, por el paradigma epistemológico en el que encuadró sus obras mayores.


Los pasajes autobiográficos de la Historia de las Indias revisten particular interés para la búsqueda a la que nos enfrentan estas preguntas sobre la escritura y el paradigma epistemológico dentro del que Las Casas concibió y defendió sus argumentos. En sus páginas, al revisitar los primeros años de su estancia en Indias, Las Casas rememoró su antigua encomienda de indios y las dudas de conciencia que le nacieron cuando un religioso dominico de La Española le negó la absolución por su condición de encomendero. Las Casas comenzó entonces un largo proceso de meditación y estudio cuyos principios reseñó en los siguientes términos:




Pasados, pues algunos días en aquesta consideración [sobre la ignorancia y peligro espiritual en que andaba por ser encomendero], y cada día más y más certificándose por lo que leía cuanto al derecho y vía del hecho, aplicando lo uno a lo otro, determinó en sí mismo, convencido de la misma verdad, ser injusto y tiránico todo cuanto acerca de los indios en estas Indias se cometía. En confirmación de lo cual todo cuanto leía hallaba favorable y solía decir e afirmar, que, desde la primera hora que comenzó a desechar las tinieblas de aquella ignorancia, nunca leyó en libro de latín o de romance, que fueron en cuarenta y cuatro años infinitos, en que no hallase o razón o autoridad para probar y corroborar la justicia de aquestas indianas gentes, y para condenación de las injusticias que se les han hecho y males y daños (Las Casas, Historia de las Indias 3:93 [lib. 3, cap. 79]).




Este fragmento no sólo compromete el presente de su enunciación —se escribe en 1552— con la memoria del momento en que Las Casas empezó a examinar los problemas de las Indias, sino que traza el perfil de su vida intelectual como una larga meditación del hecho y del Derecho que interroga libros en busca de las razones y autoridades para apoyar la causa de la justicia. El pasaje incide también en la progresiva salida del estado de ignorancia en que al inicio del proceso se hallaba el entonces clérigo Las Casas y que, con la búsqueda estudiosa y el pasar de los años, lo convertiría en un experto, cuyas opiniones seguirían los teólogos de la Escuela de Salamanca, que lo calificarían de “doctísimo” (Corpus Christi 274).


Este motivo de su prolongado estudio del Derecho también aparece en sus cartas y memoriales. En su carta a los dominicos de Chiapa y Guatemala, escrita en 1564, dos años antes de su muerte, Las Casas apuntó que habían pasado cuarenta y ocho años desde que comenzó a inquirir el Derecho relacionado con los problemas de las Indias (Las Casas, “Carta a los dominicos” 353-354). Ante la reiteración de este motivo, conviene dar forma de pregunta a las cuestiones que anticipáramos más arriba respecto del “filtro” con que Las Casas observaba los acontecimientos que vivió y analizó: ¿de qué modo se refleja esta búsqueda del Derecho de las Indias en sus escritos?, ¿cómo influye este punto de vista en su estructuración textual?, ¿cuál es el marco epistemológico en que se inserta la argumentación de sus tratados y libros mayores?


Este libro ensaya la respuesta a estas preguntas. Para el efecto, parte de los recientes hallazgos documentales de Helen Rand Parish, en especial de su descubrimiento de que Bartolomé de las Casas había optado grados académicos de Derecho Canónico por la Universidad de Salamanca (Parish, Las Casas en México 134, “Introduction” 13, 15). La contribución de esta investigadora confirma el reconocimiento de la pericia legal del obispo de Chiapas mencionada por sus contemporáneos y biógrafos antiguos, y en tiempos modernos anunciada por Kenneth Pennington (Popes XIII: 3) y analizada por Rolena Adorno en el marco de la biografía intelectual del personaje (The Intellectual Life 2-6). Con ánimo de profundizar en el camino trazado por estos estudiosos, nuestro trabajo explora la influencia del Derecho Canónico en los escritos que Las Casas compuso tempranamente, cuando empezó a abogar por intentos de reforma en la corte del cardenal regente Francisco Jiménez de Cisneros, hasta la Apologética historia sumaria pasando por la colección de tratados impresos en 1552 y por la Historia de las Indias .


Nuestra investigación revela que, en términos de su estructura, estos escritos derivan de la aplicación de la técnica de la glosa jurídica que constituía la herramienta de trabajo propia de los legistas, canonistas y teólogos. Las Casas adapta la glosa jurídica al lenguaje narrativo de sus tratados y también a la exposición histórica. Esta afirmación se comprueba palpablemente en los tratados impresos en 1552. El Tratado comprobatorio de Las Casas glosa y expande la proposición decimoquinta y decimosexta de sus Treinta proposiciones muy jurídicas que, a su vez, sintetizaban numerosas leyes de Corpus iuris canonici y del Corpus iuris civilis, al lado de los comentarios y lecturas de los juristas más connotados de entonces. Entre los remedios comenta el octavo remedio de veinte que presentó ante la corte de Carlos V durante las discusiones previas a la emisión de las Leyes Nuevas de 1542. Por su parte, la célebre Brevísima relación de la destrucción de las Indias se comporta como una glosa de numerosos documentos, uno de los cuales lo adjunta Las Casas a manera de apéndice intitulado “Lo que sigue es un pedazo de una carta y relación que escribió cierto hombre de los mismos que andaban en estas estaciones refiriendo las obras que hacía y consentía hacer el capitán por la tierra que andaba” (Las Casas, Brevísima 200-201).


En una escala mucho mayor, la Historia de las Indias es también una sostenida glosa de un cuerpo documental calculado en noventa y cuatro piezas. La misma concepción del trabajo histórico, expresada por el autor con las distinciones aristotélicas de la causa final, material, formal y eficiente, proviene de las categorías con que organizaban sus lecturas jurídicas y con que se expresaban los célebres glosadores del Derecho Común Bártolo de Saxoferrato (1314-1357) y Baldo degli Ubaldi (1327-1400). Como se verá más adelante en el cuerpo de este estudio, dichas categorías son las mismas que Las Casas menciona en el prólogo de su Historia de las Indias (1527-1561) (1: 22 [prólogo]) y en el argumento de su Apologética historia sumaria (1560) (1: 4 [argumento]). Sobre la base de esta filiación resulta posible identificar la causa eficiente con la voz autorial de Las Casas y, al aislarla, se puede comprobar que sus intervenciones se informan asimismo de las estipulaciones del Derecho Común sobre las condiciones de legitimidad de la ley, la libertad, la guerra justa y los falsos consejeros.


De modo similar, la Apologética historia sumaria incluye capítulos teóricos que glosan leyes y que sirven de marco a capítulos etnográficos en que Las Casas presenta la información que propiamente corresponde a la “policía” de las Indias. Estos últimos capítulos, por su parte, glosan rigurosamente reportes e informaciones recogidos por los numerosos corresponsales de Las Casas, especialmente por los frailes lingüistas que trabajaban en distintas zonas del continente. Estos materiales se incorporan fielmente a la Apologética historia sumaria con la doble finalidad de dotar a sus afirmaciones del rigor necesario y de otorgarles a algunas prácticas indígenas el rango de Derecho Consuetudinario .


La dimensión retórica, como se puede anticipar en estas consideraciones preliminares, resulta indesligable de los principios epistemológicos que articulan la argumentación de Las Casas. El Derecho Canónico es la disciplina donde se sitúan sus escritos jurisprudenciales (y las derivaciones de éstos) por encima del Derecho Civil o de la Teología. El Derecho Canónico se manifiesta en las premisas silentes en que se sustentan los tempranos memoriales de reforma que elevó, primero, al cardenal Francisco Jiménez de Cisneros y, posteriormente, al emperador Carlos V. La concepción de la ley, expresa en el tratado de las leyes que abre el Corpus iuris canonici, proclama la compatibilidad entre lo útil y lo honesto, y la necesidad de observar el bien común como criterio para garantizar la legitimidad de una determinada ley. De estos principios teóricos emana el respaldo conceptual de la temprana propuesta de reforma de las Leyes de Burgos (1512), defendida por Las Casas en 1516 con el apoyo de los dominicos de La Española y que estudiamos en el primer capítulo de este libro. La correlación establecida entre los escritos de reforma y sus fuentes doctrinales constituye un poderoso hilo conductor que une el conjunto de cartas, memoriales, relaciones, representaciones y otros escritos menores del obispo de Chiapas. Aunque se apliquen a la discusión de los problemas de hecho muy concretos, estos escritos encuentran en el Derecho Común, es decir, el contenido en el Corpus iuris canonici y en el Corpus iuris civilis, el contexto epistemológico de fondo que comparte Las Casas con sus interlocutores, sin desmedro de las referencias a las leyes positivas de España y de las Indias.


Durante los primeros años de la década de 1540, Las Casas multiplicó el envío de memoriales al emperador y a sus consejeros con miras a influir en las decisiones que desembocarían en las Leyes Nuevas de 1542. En estos escritos se comprueban nuestras afirmaciones de que, pese a su carácter muy contextual, se respaldan en una base jurisprudencial sólida, ya que en ellos Las Casas ofreció poner a disposición del emperador la demostración jurídica de sus propuestas. Las copias manuscritas de ese periodo que se conservan del Tratado comprobatorio y de la Brevísima atestiguan el cumplimiento de dicha promesa intelectual. Sin embargo, estas copias independientes de la publicación de 1552 nos conducen hacia la conclusión de que el conjunto de ocho tratados impresos en Sevilla funciona, en el conjunto de los escritos de Las Casas, como una demostración jurídica que sostiene teóricamente las bases de toda su obra terminada hasta entonces.


Por esta razón, el segundo capítulo de este libro analiza la constitución argumental de estos tratados que juntos constituyen los consilia dirigidos por Las Casas a los soberanos y a otros funcionarios civiles y eclesiásticos. Nuestra exploración revela que, sin anular la posibilidad de leerlas de manera independiente, sus ocho piezas están escritas desde una perspectiva eminentemente jurisprudencial, se implican mutuamente y perfilan diversas figuras jurídicas. Así, la Brevísima relación de la destrucción de las Indias silencia los nombres de los protagonistas de los hechos que narra, pero nunca omite los cargos que ocupan con el propósito de dibujar la figura de la tiranía y de la guerra injusta que se hace contra los indios. Sus consecuencias —el botín ilegítimo de despojos y esclavos indios—las analiza Las Casas en otros tratados que integran el conjunto. El Tratado sobre la materia de los indios que se han hecho esclavos traza la figura del fraude en torno a los indios ilegalmente capturados, esclavizados y deformemente confirmados en la condición de esclavos por las autoridades. Aparte de obtener su fuerza del principio jurídico de que la libertad es un bien inestimable (Corpus iuris civilis D.50.17.106), este tratado gira en torno a la posesión de mala fe en que se incurre al poseer tales esclavos presuntos y en torno al carácter permanente de este delito que confirma la regla del Derecho Canónico : “Possessor malae fidei ullo tempore non praescribit” [La posesión de mala fe no prescribe nunca] (Corpus iuris canonici r.2.V.13 in VI). Entre los remedios propone la abolición de la encomienda, entendida en parte como la apropiación ilícita del trabajo indio, en virtud de la regla canónica: “Locupletari non debet aliquis cum alterius iniuria vel factura” [Nadie debe enriquecerse con detrimento o daño de otro] (Las Casas, Entre los remedios 739; Corpus iuris canonici r. 48, V, 12, in VI).


Ante la situación jurídica expuesta en estos tratados, los Avisos y reglas para confesores aplican la medicina canónica de la restitución como condición necesaria para revertir parte de los perjuicios obrados y obtener después la absolución eclesiástica según otra regla esencial del Derecho: “Peccatum non dimittitur, nisi restituatur ablatum” [No se perdona el pecado si no se restituye lo tomado] (Las Casas, Tratado sobre la materia de los indios que se han hecho esclavos 537; Corpus iuris canonici r.4.V.12 in VI). Pese a su corta extensión, los Principia quaedam presentan una demostración de la condición natural y legítima del dominium de los señores naturales de las Indias. Esta prueba jurídica reviste una importancia capital en el conjunto: la legitimidad de dicho dominium es condición necesaria para aplicar la restitución de lo que ha sido despojado y de la libertad que ha sido suprimida. Finalmente, el Tratado comprobatorio analiza la intersección entre la jurisdicción civil y la eclesiástica para glosar la bula de donación (1493) y establecer las obligaciones correspondientes a cada parte involucrada en las Indias. Este tratado reconoce la condición libre y legítima de la autoridad indígena que se había demostrado en los Principia quaedam y concluye que no existe posibilidad de extender sobre ella ni la jurisdicción real ni la papal. Para arribar a una solución jurídica, Las Casas empieza una honda meditación sobre la jurisdicción voluntaria, un recurso del Derecho Civil que permitía en determinadas circunstancias que un juez extendiera su circunscripción jurisdiccional con el consentimiento de las partes involucradas (Baldus, Commentaria ad C.8.48.1). Las Casas comienza a proyectar este modelo jurisdiccional a todas las Indias y a proponerlo como el único recurso que garantizaría la preservación del estado legal de cada parte. El Tratado comprobatorio se detiene en ese punto, pero Las Casas lo desarrollará posteriormente hasta sus últimas consecuencias en su trilogía peruana que marcará el término de su carrera intelectual. Además de estas elaboraciones jurídicas, la argumentación de estos tratados sevillanos se basa enteramente en leyes que Las Casas cita y explica, en razones que discute y sustenta, y en autoridades civiles y canónicas de las que, observando el método argumental de los juristas, privilegia su opinión común. La voz misma de Las Casas aparece fundida en esta opinión común de los doctores que lo precedieron. Al proceder así, Las Casas dota a sus novedosas tesis y propuestas de un respaldo que quiere garantizarles una eficacia ya probada en otras situaciones. En la lectura que presentamos del Tratado comprobatorio esperamos mostrar cómo surge la opinión de Las Casas por entre los ecos de todos los pensadores en que se basa.


Durante esa década de 1550, Las Casas desplegó una intensa actividad intelectual: retomó un proyecto concebido en 1527 en La Española que culminó en su inacabada Historia de las Indias y separó de esta obra los capítulos relativos a las costumbres de las Indias que pasaron a formar su Apologética historia sumaria. El capítulo tercero indaga los rasgos compartidos entre la argumentación jurisprudencial de Las Casas y su concepción de la Historia de las Indias (1527-1561). Desde nuestro punto de vista, su crónica indiana provee una fundamentación de facto a la demostración de iure que contienen los tratados de 1552. La narración histórica se acuña a partir de un ingente aparato documental rigurosamente examinado y busca el nacimiento de un Derecho para las Indias acorde con su proceso histórico. Esta confluencia de propósitos jurídicos e históricos informa el mismo mecanismo de escritura de la obra. Así, sobre la base del examen de su prólogo y del comportamiento narrativo de los libros que la componen, demostramos que, retóricamente, Las Casas organiza su Historia de las Indias en función de las cuatro causas aristotélicas que adapta de la siguiente manera: la causa final se identifica con la dimensión providencialista de la historia; la causa formal, con su división en libros, cada uno de los cuales cubre una década de la historia americana. La causa material se ancla en la compilación detallada de documentos oficiales que componen, al lado de las informaciones que aporta el autor como testigo de vista, el venero informativo de los hechos narrados. La causa eficiente se equipara con la intervención agente de Las Casas como autor que construye la historia y como voz que la narra y comenta. Esta concepción proviene de una aplicación a la escritura de la historia de la técnica con que los glosadores del Derecho Romano organizaban sus extensos comentarios a las leyes (en el caso de la Historia de las Indias este lugar lo ocupan los documentos americanos). Así lo comprueba el testimonio del célebre legista Baldo degli Ubaldi, quien al principio de su magno comentario al Digestum vetus aclara que en su comentario:




Causa efficiens est artifex, causa formalis est ordo. Causa materialis sunt materiae hic situatae. Causa finalis est ut acquiratur ista scientia ad decorem principis [et] ad statum orbis [et] ad bonum acquirentis.


[La causa eficiente es el artífice; la causa formal, el orden. La causa material son las materias aquí contenidas. La causa final es que se adquiera esta ciencia para el honor del príncipe, para el estado del orbe y para el bien del estudioso] (Baldus, Commentaria ad D.1.1. Rubrica).




Como se puede apreciar, la correspondencia con las cuatro causas de Las Casas es exacta con las adaptaciones pertinentes. Esta identificación de la fuente jurídica de la que parte la escritura de la Historia de las Indias hace posible aislar la voz autorial de la causa eficiente (vale decir, de Las Casas) y distinguir la aparición de su persona como parte de la causa material de su rol como causa eficiente de la obra. Esta distinción se expresa en la desmembración narrativa que sistemáticamente reserva la primera persona para la voz de la causa eficiente y la tercera persona para el “clérigo Bartolomé de las Casas ” con que se designa al mismo Las Casas en tanto parte constitutiva de la causa material. A su vez, la voz de la causa eficiente comenta los hechos históricos que narra con el empleo, sin cita en este caso, de numerosos cánones y leyes que muestran la identidad entre estas glosas históricas con las glosas jurisprudenciales que pueblan los tratados de 1552. Este modo de escritura es único al proyecto histórico de Bartolomé de las Casas y lo distingue nítidamente de todas las otras crónicas de Indias.


La Apologética historia sumaria (1560) se concibió inicialmente como parte de la Historia de las Indias, pero Las Casas decidió finalmente separarla y convertirla en un tratado independiente. En el cuarto capítulo se avanza la tesis de que la Apologética historia sumaria es la historización del ejercicio de la prudencia a partir de la comprobación de la existencia de las instituciones del Ius gentium en las Indias. Las Casas compara exhaustivamente las instituciones indianas con sus pares romanas, griegas y de otras regiones del mundo, leyéndolas e interpretándolas en los términos de la Política de Aristóteles, del comentario de Tomás de Aquino y de los lugares pertinentes del Derecho Común. Al ubicar el discurso de la Apologética historia sumaria en el terreno del Ius gentium, se descubre la fuerte imbricación que une sus elementos de filosofía natural con sus aspectos legales. Por un lado, el aparato de obras de historia natural, físicas y filosóficas no solamente provee al autor de las herramientas para historiar comparativamente el desarrollo y evaluación de las instituciones del Derecho de Gentes, sino que, al mismo tiempo, pone ante los ojos de sus lectores los criterios con que los canonistas del siglo XVI articulaban la lectura de los cánones con otros órdenes del conocimiento. Por otro lado, la minuciosa presentación de la policía de las Indias —para usar la terminología de la época— entraña la posibilidad de que dichas instituciones indianas se eleven a Derecho Positivo en virtud del papel central que desempeña la consuetudo en el Derecho Común, particularmente, en el Canónico.


Los ribetes legales del recuento etnográfico de la Apologética historia sumaria comprometen todos los aspectos de su descripción de las Indias, pero se perciben con mayor claridad a lo largo de los capítulos dedicados a las creencias religiosas. El repaso de las prácticas y rituales indígenas, la sección más larga de la obra, redefine jurídicamente el estatuto de la idolatría y busca implícitamente relajar las consecuencias jurídico-canónicas de considerar este fenómeno religioso como una violación a la ley natural. Así lo revela el cuidadoso fraseo que elige Las Casas para introducir teóricamente esta sección de la ciudad ideal y que proviene, en sus líneas jurídicas más sensibles, de las formulaciones del canonista Guillermo de París (1190-1249), según hemos podido precisar. En este sentido, la Apologética historia sumaria engarza con las opiniones que defendió Las Casas en el debate de Valladolid en el que, contrariamente al parecer de Sepúlveda, sostuvo la imposibilidad de punir la idolatría bajo los criterios de ambos derechos. Además, la Apologética historia sumaria participa de un programa de glosas de la célebre bula alejandrina de donación (1493). El Tratado comprobatorio glosa minuciosamente las condiciones jurídicas de la bula y delinea los derechos, obligaciones y restricciones de cada una de las partes implicadas en la configuración política de las Indias, la Historia de las Indias narra las circunstancias en que se emitió dicha bula, explicita su propósito y muestra que las intuiciones de Colón sobre los habitantes de las Indias y las informaciones que elevó a los Reyes Católicos se recogieron en el documento pontificio. Por su parte, la Apologética historia sumaria termina de comentar las secciones de la bula que no aparecen glosadas en los libros anteriores sobre la capacidad racional de los habitantes de las islas recién descubiertas y la extiende, además, a todo el continente. Sin que fuera parte de su proyecto original, la contribución de la Apologética historia sumaria abrió la veta de una protoantropología que representó la policía de las Indias sin establecer jerarquías frente a otras naciones, siempre y cuando se les considerara estrictamente dentro del terreno del Ius gentium .


A lo largo del examen de los escritos de Las Casas que ponemos a disposición del lector en las páginas que siguen, nos ha guiado la intención de restaurar las líneas argumentales dentro de las que Las Casas concibió y ejecutó sus escritos. El Derecho Canónico y sus estipulaciones argumentales se han revelado como la piedra angular sobre la que Las Casas levanta sus propuestas y el vehículo a través del que establece un diálogo fructífero con sus contemporáneos. Con el fin de aquilatar la dinámica de esta comunicación, nuestro trabajo se cierra en el capítulo quinto con el examen de los cambios percibidos en los escritos de cuatro miembros prominentes de la llamada Escuela de Salamanca : Domingo de Soto, Melchor Cano, Bartolomé Carranza de Miranda y Juan de la Peña. Los tres primeros conformaron el tribunal de jueces que se estableció para el debate vallisoletano de 1550 entre Las Casas y Juan Ginés de Sepúlveda. A falta de los votos y pareceres de estos miembros del jurado, se dispone de sus escritos sobre América anteriores a la junta y los que produjeron después de presenciarla; la confrontación de los primeros con los segundos arroja como resultado la revisión de las ideas de estos intelectuales en la dirección doctrinal trazada por Las Casas. Este rumbo lo adopta y consolida Juan de la Peña. El meollo de su De bello contra insulanos acoge y desarrolla las ideas políticas que Las Casas había sostenido en sus tratados sevillanos.


La adopción parcial o total de las posturas de Las Casas por parte de estos maestros salmantinos prueba que los escritos de aquél redireccionaron el legado de Francisco de Vitoria (ca.1485-1546). El obispo de Chiapas descartó algunos títulos sancionados como legítimos por el ilustre profesor de Salamanca y fundó una opinión propia capaz de superar el mero valor hipotético con que se había expresado Vitoria, acercándose así a niveles más cercanos a la certeza. En términos del paradigma epistemológico que comparten estos pensadores, la obra de Las Casas representa el paso de la duda a la constitución definida de una opinión. Al abrazar las opiniones o proposiciones de Las Casas, los teólogos salmantinos les otorgaron el rango de opinión común. Incluso en el anonimato en que algunas veces queda su nombre, la conversión de sus opiniones en communis opinio constituye la victoria última de Bartolomé de las Casas y contradice el lugar común sobre la falta de resonancia de sus ideas en las generaciones de intelectuales que lo sucedieron.


El vitral de Bartolomé de las Casas en la Capilla Española de St John the Divine iconiza sinestésicamente ese triunfo intelectual: así como visualmente los colores de su hábito tiñen la luz que ingresa al recinto de la capilla, en otro ámbito sensorial, las ideas de Las Casas impregnan indeleblemente los escritos de los teólogos y canonistas que leyeron en sus páginas una sólida argumentación de Derecho que orientó el camino doctrinal por donde anduvieron los propios escritos y opiniones de estos pensadores.


Habiendo reseñado los argumentos principales de este libro, invito ahora al lector a seguir su demostración y a juzgar su pertinencia en las páginas que siguen.





1. La Capilla Española se mandó construir con la donación de la Sra. Elizabeth Scriven Potter para honrar la memoria de su esposo, el obispo Henry Codman Potter, que había sido, en vida, el defensor del proyecto de levantar las llamadas “Capillas de las Lenguas”. El diseño de la Capilla Española sigue el estilo gótico del siglo XIV y es obra del arquitecto Henry Vaughan. Todos los vitrales proceden de la fábrica C. E. Kempe and Co., de Londres (Cathedral League 34).




CAPÍTULO 1


Las Casas, canonista


1 Introducción


Bartolomé de las Casas nació en Sevilla en 1484 hacia el mes de agosto. Su padre, Pedro de las Casas, pasó a América en el tercer viaje de Colón. A su vuelta en 1498, haciendo buen uso de los dineros ganados, envió a su hijo Bartolomé a estudiar Derecho Canónico en la Universidad de Salamanca, donde el joven pasaría los siguientes tres años de su vida. Sirviéndole de paje, iba también un joven taíno traído de las Antillas que le fuera entregado a Pedro de las Casas por el propio Cristóbal Colón y al que bautizaron con el nombre de Juanico. Dos años más tarde, Juanico dejaría a Bartolomé para regresar a América, gracias a la liberación de los indios esclavos dictada por Isabel la Católica : “y así despojaron de su paje indio a Bartolomé de Casaus, que entonces estudiaba Derechos en Salamanca con mucho aprovechamiento en aquella facultad y en ella se graduó de licenciado” (Remesal 1:142-143 [lib. 2, cap. 9]).


En 1502, al pasar a las Indias, Las Casas interrumpió temporalmente sus estudios también por intervención de su padre, según afirma Gutiérrez de Santa Clara : “a la vuelta que hizo a la isla [La Española, Pedro de las Casas ] truxo consigo a su hijo Bartolomé de las Casas, sacándolo de los estudios de Salamanca, que era ya hombre muy entendido y muy estudioso” (Gutiérrez de Santa Clara 2: 149 [lib. 1, cap. 2]).1 Modernamente, Helen Rand Parish ha confirmado las aseveraciones de los biógrafos coloniales descubriendo que Las Casas recibió un bachillerato y una licenciatura en Derecho Canónico por Salamanca (Parish, Las Casas en México 134). Esta confirmación documental de los estudios universitarios de Las Casas repercute profundamente en la interpretación de su obra en tanto derrumba la premisa tradicional de que Las Casas carecía de conocimientos legales en los inicios de su carrera intelectual.2 Al contrario, en 1502, cuando zarpó en la flota de Nicolás de Ovando, Las Casas ya había pasado tres años realizando estudios conducentes al bachillerato en Derecho y quizá se habría acogido a una licencia para interrumpir estudios como lo consentían las constituciones universitarias. Tras su ordenación sacerdotal en Roma el 3 de marzo de 1507, Las Casas se reincorporó al estudio a fin de cursar los tres años restantes para graduarse de bachiller y someterse al examen de licenciatura, cumpliendo así con los seis años que se exigían antes de optar dichos grados (Parish, “Introduction” 15). En 1510 se encuentra de vuelta en las Antillas. Después de la fallida empresa en la colonización de Cumaná, Las Casas ingresó en la Orden de Predicadores en 1522, abrazando la vida monástica en la comunidad reformada de la isla de La Española.


Sobre la base de este itinerario biográfico, el presente capítulo relee los memoriales más tempranos de Las Casas y sigue la evolución de sus escritos hasta el momento en que inicia la redacción de los libros que se convertirán en los ocho tratados que publicará en 1552. En términos cronológicos, nuestro examen abarca un periodo de veintiséis años (1516-1542) en los que la producción intelectual de Las Casas se compone enteramente de memoriales y cartas dirigidos al emperador, a los regentes, a los consejeros de Indias y a diversos miembros del estamento eclesiástico. Estos escritos circulan en ambos lados del Atlántico y Las Casas los escribe, en ocasiones, como portavoz de organismos colegiados como la comunidad de dominicos o de otros religiosos afincados en Indias: ¿por qué estos escritos adquirieron en su misma época la importancia que se les concedió según lo acusan los intentos de implementación de las propuestas de reforma colonial por las que abogaban? La respuesta que desarrollamos en este capítulo plantea que su eficacia emanó de su articulación con el Derecho Canónico y del lugar que éste ocupaba en el contexto político español de principios del siglo XVI. Es en esta dirección que se requiere rescatar la dimensión canonista que subyace a su escritura y a examinarla en el marco del contexto que la hizo posible.


2. La formación salmantina


Originalmente fundada bajo el modelo de la Universidad de Bolonia, Salamanca se renovaba en los tiempos juveniles de Las Casas bajo el influjo de los Reyes Católicos que, desde los años tempranos de su gobierno, se apresuraron a confirmar privilegios y a renovar ciertas regulaciones administrativas encaminadas a formar en las aulas salmantinas a numerosos miembros de su creciente burocracia (Beltrán de Heredia, Cartulario 2: 35).3 Hacia finales del siglo XV y principios del XVI, Salamanca contaba con un cuerpo estudiantil de aproximadamente 3.000 alumnos, que de forma mayoritaria estudiaba cánones como necesario paso previo para convertirse en clérigos (García y García, “Consolidaciones” 54-55).


En relación con los estudios de Derecho, el 6 de julio de 1493, en Barcelona, los Reyes Católicos emitieron una real provisión donde aumentaron el número de años requeridos para la obtención del grado en ambos derechos para aquellos estudiantes que aspiraban a ocupar algún puesto en la maquinaria estatal; los candidatos, además, debían tener 26 años como edad mínima. Las Casas no se acogió a este número más largo de años por haber sido sus aspiraciones aquellas vinculadas con su admisión al sacerdocio y no con la administración real, a pesar del papel central que más tarde tendría en su vida el haber sido consejero del cardenal regente Francisco Jiménez de Cisneros, de Carlos V y de Felipe II (Beltrán de Heredia, Cartulario 2:144).4 A instancias de los Reyes Católicos, el papa Alejandro VI encomendó al cardenal Francisco Jiménez de Cisneros y al obispo de Salamanca, Diego de Deza, apoyar una reforma de los estatutos universitarios en su bula del 1 de agosto de 1497 que afectaba a la vez a Valladolid y a Salamanca (Beltrán de Heredia, Bulario 3: 201). Estas modificaciones no anularon las constituciones de Martín V, originalmente promulgadas en Roma el 20 de febrero de 1422, que rigieron durante la primera época de Las Casas en el estudio salmantino (Beltrán de Heredia, Bulario 2:177). Solamente se procedió a reinterpretarlas y a ejecutar las nuevas reformas dentro de sus lineamientos. Lo confirman algunas bulas que declaran proceder de acuerdo con dichas constituciones de 1422. Es el caso de la bula romana del 3 de diciembre de 1518, cuando Las Casas muy probablemente ya había recibido sus primeros grados, emitida por León X, quien sigue lo que “Martinus papa quintus, praedec[essor] noster, pro dictae universitatis bono regimine et tranquillo statu, inter alia statuit et ordinavit” [Martín V, papa, predecesor nuestro, instituyó y ordenó entre otras cosas para el buen regimiento y tranquilo estado de dicha universidad] (Beltrán de Heredia, Bulario 3: 228).5 En consecuencia, en 1598, las constituciones universitarias dispuestas por el papa Martín V en 1422 gozaban de pleno vigor.


Estos estatutos no solamente permiten reconstruir la duración de los estudios de Derecho y la posibilidad de retomarlos en caso de haberlos interrumpido temporalmente, sino también las materias estudiadas, el requisito previo de conocer gramática latina y los exámenes de rigor. El estatuto decimoquinto compendia las disposiciones pertinentes a los estudios de Derecho:




Igualmente queremos y ordenamos que ningún estudiante en Derecho Canónico o Civil sea aceptado para el grado de bachiller en el estudio salmantino si no hubiere sido instruido convenientemente en gramática y con posterioridad, particularmente referido a la ciencia del Derecho Canónico o Civil, durante seis años o en la mayor parte de cada año de los indicados, hubiere oído respectivamente Derecho Canónico o Civil y hubiere hecho en público diez lecturas en otros tantos días en las escuelas públicas; y si fuere canonista, durante dos años del total de seis o durante la mayor parte de cada año hubiere oído Decreto. Y si por casualidad algún estudiante no hubiere completado el curso en alguno de los años señalados, pueda en el siguiente o siguientes, inmediatos o no completarlo, cosas que queremos hacer extensibles a los cursos futuros y a los pasados tanto de los estudiantes para grado de bachiller cuanto de los bachilleres para el examen privado. El que se anticipase a acceder al citado grado en contra del sentido de esta constitución, dicha graduación carezca de valor y honor y en modo alguno sea considerado bachiller (Valero 131).




De esta regulación se desprende que para graduarse de canonista, Las Casas tuvo que haber cursado seis años de estudios —cuya cronología hemos tratado de deducir en la sección introductoria de este capítulo—, haberse enfrentado a un examen de licenciatura y haber contado con una formación preliminar en gramática latina. Este último elemento de su formación lo pudo haber obtenido con anterioridad a su traslado a Salamanca en la cátedra de latín patrocinada por la catedral de Sevilla a cargo entonces de Antonio de Nebrija (Giménez Fernández, “Estudio preliminar” 1962, XIV).


La constitución decimoquinta muestra también el lugar central que ocupaba en la formación de los canonistas salmantinos el Decretum : “si fuere canonista, durante dos años del total de seis o durante la mayor parte de cada año hubiere oído decreto”. La elaboración del Decretum se debe a un jurista, profesor de la Universidad de Bolonia, conocido por el apelativo de “maestro Graciano ” en respuesta a las necesidades del aparato administrativo de la Iglesia para organizarse como persona jurídica en el siglo XII. Con el tiempo, el Decretum pasó a ser la primera parte del Corpus iuris canonici y fue el repositorio de cánones que sirvió de base para las elaboraciones teóricas de todos los canonistas europeos, debido a haber sido compilado durante el periodo de fundación de las universidades medievales (Winsroth 78). Nótese que la constitución citada disponía que los estudiantes “oyeran” el Decretum, lo cual revela, al pasar, que el método de enseñanza salmantino consistía en el antiguo sistema de lecturas, comentarios y repeticiones conducidas en latín según las reglas estipuladas por Henrico de Segusio, el cardenal Hostiense (García y García, “Los estudios jurídicos” 157).6


En su Summa, el cardenal Hostiense dedicó la sección “Et qualiter debeat docere” [De qué modo se debe enseñar”], bajo el título De magistris, a estipular el método de enseñanza del Derecho Canónico :




Primo pone[n]do casu[m] sive dicendo sensum littere. Sec[un]do lege[n]do littera[m] et expone[n]do [et] etiam construe[n]do si difficilis appareat. Tertio induce[n]do si[m]ilia. Quarto induce[n]do contraria [et] solve[n]do et distingue[n]do. Qui[n]to quaestiones faciendo [et] determina[n]do. Sexto dicendo notabilia ad q[uae et] qual[iter] induci debeat decretalis. No[n] t[ame]n o[mn]ia semp[er] p[er] ordine[m] servare p[ossu]nt vel q[uia] tradit[ur] oblivioni v[e]l q[uia] no[n] plene providet[ur] [Primero proponiendo el problema jurídico o declarando su sentido literal. Segundo leyendo la letra y exponiéndola y aun arreglándola si pareciese difícil. Tercero trayendo casos semejantes. Cuarto trayendo casos contrarios y resolviendo y distinguiendo. Quinto haciendo preguntas y determinando. Sexto mencionando casos notables a los cuales deba aplicarse tal decretal y de qué manera. Sin embargo, no todas pueden siempre observarse en orden o porque caen en el olvido o porque no se proveen plenamente] (Hostiense, Summa f.418r [V, De magistris, Et qualiter debeat docere]).




Se trata, entonces, de una enseñanza basada en la lectura detenida de los cánones que parte de considerar su sentido literal, de concordar la disposición en cuestión con lugares paralelos de coincidencia argumental en las compilaciones legales —inducendo similia—, de contrastarlos con lugares contrarios inducendo contraria—, de resolver las contradicciones con distinciones y terminando con preguntas y comentarios. La vigencia en Salamanca de los lineamientos del Hostiense en época de Las Casas la confirma el Ars et doctrina studendi et docendi, del catedrático Juan Alfonso de Benavente, que sigue la obra del cardenal decretalista ad pedem litterae y que enseñó en Salamanca hasta 1477, siendo sucedido en la cátedra por su hijo Diego Alfonso de Benavente, que profesaba cánones cuando Bartolomé de las Casas empezó sus estudios (Alonso, Juan Alfonso de Benavente 15; e “Introducción” 7).


Interesa detenerse en el Ars et Doctrina por ser la única obra salmantina conocida hasta ahora que explica el sistema de enseñanza de la canonística en 1453, es decir, después de emitidas las Constituciones de Martín V. Benavente traslada a los estudiantes las instrucciones que el cardenal Hostiense había dirigido a los profesores sin dejar de renovarlas para los docentes de su época. La piedra angular de los estudios consiste en leer bien “quia sicut baptismus est ianua omnium sacramentorum, ut in c. Cum Paulus i.q.i, sic bene legere totius discipline et omnium scientiarum ianua et fundamentum extitit” [porque así como el bautismo es la puerta de todos los sacramentos como se afirma en el Decretum (c.26.C.1.q.1), así el bien leer se erige como la puerta y el fundamento de toda disciplina y de todas las ciencias] (Benavente 52). Para alcanzar una comprensión suficiente, Benavente sugiere leer los textos legales en cinco pasos: (1) leerlo completa y literalmente reteniendo el encabezamiento de la ley (71); (2) dividir el texto en las disposiciones que contiene marcando claramente las cuestiones y sus respuestas según las recomendaciones de Cicerón en la retórica vieja7 (71-72); (3) comentar literalmente el sentido de las palabras, ayudándose de los autores que han comentado dicha disposición (72); (4) releer más detenidamente, reconociendo todas las sentencias jurídicas enunciadas, interpuestas o sobreentendidas en el texto y tomando notas simples de las partes más convenientes (73-74); (5) releer aun más pausadamente los textos legales buscando causas, oposiciones, cuestiones, soluciones y, sobre todo, la razón y la causa de la ley.


Apoyándose en la última regla del Derecho Canónico, Benavente destaca que la razón de una ley se identifica con su voluntad o intención “quia ratio et mens sunt idem in legibus, nec aliud est lex quam ratio que mouit legislatorem ad aliquid statuendum” [porque la razón y la intención son lo mismo en las leyes y no es otra cosa la ley sino la razón que movió al legislador a instituir algo] (Benavente 75). Asimismo, insiste en la correcta identificación de la causa final y de la causa impulsiva de la ley (Benavente 75).


Como bases de este detenido ejercicio de lectura y comentario, Benavente pide que los estudiantes complementariamente tengan la capacidad de escribir correctamente, conocer la gramática latina, las figuras retóricas —especialmente la retórica antigua de Cicerón — y manejar las técnicas de la dialéctica (Benavente 53-55). Benavente inserta, además, numerosas observaciones sobre el Corpus iuris canonici, así como respecto de las lecturas y comentarios que le conviene conocer al estudiante de canonística. Sobre el Decretum de Graciano anota que la obra ha sido aprobada y recibida por la Iglesia a causa de las citas de los santos padres y no a causa de los dicta Gratiani, lo cual hace necesaria la consulta de los otros canonistas que fijan los diversos sentidos, lecturas y opiniones sobre los textos patrísticos incluidos en la compilación de Graciano (Benavente 67). Al estudiante le es de oportuno conocimiento el Derecho antiguo y el moderno —de entonces, quiere decir el autor— en razón de que el segundo puede complementar, corregir, alterar o anular el primero. Así, el Derecho del Decretum y de las Decretales de Gregorio IX se complementa con el Liber Sextus, las Clementinas y las Extravagantes ; y todas estas disposiciones se sujetan a corrección y mudanza con la emisión de nuevos edictos de la Cancillería papal. Lo mismo ocurre en el Derecho Civil romano, en el que las leyes del Digesto son revisitadas y modificadas por el Codex de Justiniano y las Auténticas (Benavente 67).


Con mayor precisión, Benavente (68) incluye las normas castellanas que deben conocer los estudiantes salmantinos:




Et omnia iura ciuilia corriguntur per Forum Legum et per Leges Partitarum et Ordinationum regalium in regno nostro Castelle, ut in libro primo Fori Legum tit.6 lege ultima et in Ordinatione de Alcala tit. XXVIII. lege i. ubi dicitur quod primo seruentur leges illius Ordinationis, post Leges Fori, post Leges Partitarum, post recurrendum est ad ius commune, ut ex dictis legibus habetur.


[Y en nuestro Reino de Castilla, todas las leyes civiles son corregidas por el Fuero real, las Siete partidas y las ordenanzas reales, como consta en el libro primero, título 6, ley última del Fuero real (España, Fuero real 1:357 [lib. 1, tit. 6, ley 5]) y en el Ordenamiento de Alcalá, título XXVIII, ley primera (España, Ordenamiento de Alcalá 1: 465 [tit. 28, ley1]), en donde se dice que primero sirvan las leyes de este Ordenamiento, luego las leyes del Fuero real, luego las Siete partidas y que luego se debe recurrir al Derecho Común, según se considera en las leyes mencionadas].




Este pasaje presenta, como se puede apreciar, la prelación de fuentes que debían emplear los canonistas en sus ejercicios estudiantiles y también en sus escritos y actuaciones profesionales en relación con las leyes de Castilla. En 1453, cuando Benavente termina su Ars et doctrina, la disposición vigente proviene del Ordenamiento de Alcalá que posteriormente será rechazado y confirmado por los Reyes Católicos, como veremos en el próximo apartado. Baste aquí subrayar que la formación de un canonista requería su cuota de conocimiento de las leyes del reino.


Además de oír el Decretum en las dos cátedras disponibles, el estudiante debía asistir a otras cátedras. El estudio salmantino contaba desde 1464 con dos cátedras de prima y dos de vísperas de decretales, una cátedra de sexto y clementinas y dos cátedras de leyes. (Rodríguez 271; García y García, “Consolidaciones” 43). En otras palabras, al final de sus estudios, el estudiante de Derecho Canónico conocía todo el Corpus iuris canonici, se encontraba familiarizado con el Derecho Civil y con la manera en que ambos se integraban en los ordenamientos de Castilla, como lo muestran la disponibilidad de las cátedras de leyes en Salamanca y el texto de enseñanza de Alonso de Benavente.


En tanto que Las Casas ingresa a la universidad antes de que las tendencias de la Reforma europea llegaran al terreno institucional de la ruptura con Roma, la formación jurídica salmantina no difería mucho de otras universidades europeas basadas en el Derecho Común (Brundage 52; García y García, “Consolidaciones” 51). Los estudios en Cambridge, por ejemplo, duraban también seis años y los métodos pedagógicos empleados seguían también las estipulaciones del cardenal Hostiense (Owen 4).


La formación de un canonista se fundaba, entonces, en el conocimiento del Corpus iuris canonici. Su primera parte, el Decretum de Graciano, representa la síntesis de numerosas compilaciones canónicas medievales.8 Su título original, Concordia discordantium canonum, anuncia las intenciones de Graciano por concordar en un sistema unitario la masa de disposiciones y normas canónicas existentes en el momento en que emprende su compilación (Brundage 47). No se trata de una concordancia entendida como una colección de cánones que coinciden paralelamente en un determinado asunto eliminando los cánones discrepantes, sino más bien de una conciliación armónica a la que se llega luego de aplicar un método que se detalla más abajo.


El Decretum se divide en tres partes: la primera consta de 101 distinciones; la segunda, de 36 causas subdivididas a su vez en quaestiones (de éstas, la quaestio III de la causa XXXIII recibe el nombre especial de “Tractatus de Poenitentia”); la tercera se conoce como “Tractatus de Consecratione” y se compone de cinco distinciones (Vidmar 22). Al interior de estas secciones, Graciano se ajusta a un método de trabajo consistente en la presentación de una pregunta o causa determinadas a las que sigue una exposición —dictum— de Graciano que, con miras a la solución de los problemas planteados, alega argumentos respaldados por numerosas autoridades eclesiásticas, resolviendo las contradicciones que puedan existir entre dichas fuentes con la observancia de los principios formulados por sus predecesores, en particular Ivo de Chartres (Erdo 39). Las autoridades alegadas son muy numerosas, pero hay en el Decretum un claro predominio de la sagrada escritura y de la patrística latina, especialmente de los textos de san Agustín, san Ambrosio, san Jerónimo, san Gregorio Magno y san Isidoro de Sevilla, tomados de las compilaciones canónicas de los siglos XI y XII y centrados en temas de teología, exégesis bíblica, enseñanzas morales y normas para la regulación de los sacramentos (Munier 126, 127, 147, 148). En consecuencia, el Decretum incluía una gran antología de la patrística latina, justificada al admitirse la preeminencia de los padres de la Iglesia en la interpretación de las escrituras en tanto se creía que el Espíritu Santo había guiado sus opiniones y que sus dictados debían ponerse en práctica por medio del poder jurisdiccional de la Iglesia y los papas (Dict. Grat. ad D. XX). Además, en cada dictum del Decretum, Graciano intercalaba estas largas citas de las autoridades, fragmentando la continuidad de su dictum y dando origen a los dicta Gratiani. Estos dicta constituyen el primer comentario a las autoridades dentro del mismo Decretum y, a través de ellos, Graciano resumía los textos, enunciaba la síntesis que constituyen los cánones, especificaba sus reglas de interpretación, precisaba el sentido de las palabras e introducía las distinciones necesarias.


A este respecto, los tres cánones de la vigésimo novena distinción ilustran y explican lo que acabamos de exponer (c.1, 2, 3. D.XXIX). Estos procedimientos de concordancia consagrados por Graciano representan la cumbre intelectual de la canonística a la que se había llegado a través de una serie de tanteos anteriores a Graciano y cuya formulación más influyente aparecía en el De Consonantia Canonum, título medieval del Prólogo que Ivo de Chartres antepuso a su compilación canónica conocida como Decretum Ivonis Carnotensis, que sería posteriormente refundida y reemplazada por el Decretum Magistri Gratiani, al que hemos venido refiriéndonos extensamente.


Ivo de Chartres advierte a los canonistas que, sin duda, encontrarán divergencias entre los cánones emitidos en fechas y lugares dispares. Para superarlas les recomienda establecer las distinciones pertinentes entre dichas normas disonantes y considerar que algunos cánones habían sido dictados secundum rigorem o secundum iudicium; otros cánones dispensaban la severidad de los anteriores secundum moderationem o secundum misericordiam (Chartres 64). Al balancear el rigor de ciertos cánones y la moderación de otros, se disolverían las discrepancias. Jean Werckmeister observa que Ivo de Chartres trasladaba a la canonística el método que seguía para conciliar pasajes divergentes de la Biblia, sosteniendo que en algunos se expresaba el rigor de la justicia divina y en otros, su misericordia. La solución de Ivo de Chartres proviene, en última instancia, de los padres de la Iglesia, empeñados en señalar el consenso de las escrituras a pesar de las divergencias superficiales, lo cual hizo que acuñaran ciertos principios hermenéuticos que confluirían en la fórmula medieval: “Non sunt adversi, sed diversi” [(Los textos) no son contrarios, sino diversos] (Werckmeister en Chartres 28-29).9


La segunda parte del Corpus iuris canonici la componían cuatro colecciones de epistolae decretales. Estas piezas legislativas surgieron como rescriptos papales que absolvían consultas elevadas por las iglesias locales. A algunas cartas decretales se les otorgó valor universal y legal como un medio de centralizar el poder eclesiástico en la curia romana. Ante la innumerable masa de rescriptos papales y de decisiones conciliares emitidas después de la compilación de Graciano y ante el peligro surgido por la falsificación de decretales, Gregorio IX, en 1230, encomendó a Raimundo de Peñafort la compilación de la legislación papal y conciliar que devendría en el Liber Extra, es decir, extra Decretum .10 Las tres colecciones restantes incorporadas al Corpus iuris canonici responden también a posteriores decisiones de la curia romana que incorporaban decisiones conciliares posteriores a Graciano o adaptaban, abolían y corregían decisiones de algunas decretales anteriores (Gallagher 53-54).11


Estas líneas generales dibujan la formación de un canonista salmantino a finales del siglo XV y comienzos del siglo XVI. Los años invertidos y las lecciones impartidas en las aulas salmantinas proveían al estudiante de un entero cuerpo jurídico con sus propias reglas y principios jurídicos, más aún, con todo un método de trabajo y de pensamiento que, en su afán por armonizar las fuentes patrísticas y eclesiásticas en las que se basaba, había contribuido fuertemente a la creación de la dialéctica y a la legislación de la Iglesia, que es una entidad material en sus actuaciones temporales, pero espiritual en sus fines últimos (Kuttner, The History 10). Lo tenía bien aprendido Bartolomé de las Casas, que sintéticamente expresó esta idea en una pequeña reflexión sobre las leyes eclesiásticas inserta en su Apologética historia sumaria: “Las leyes eclesiásticas, que se conforman y siguen en cuanto pueden la divina, tienen otro más alto fin en esto [en sus provisiones y regulaciones], y este es impedir los hombres, cuanto es posible, de los pecados, porque no pierdan de ser ciudadanos de la policía celestial” (Las Casas, Apologética historia 1:103 [Cap.31]). La formación de Las Casas dentro de este paradigma se trasluce a través de los presupuestos canónicos en todos sus escritos. Sus memoriales, cartas, tratados y escritos mayores muestran una y otra vez que los cánones constituyen su punto de partida. No escapan a esta generalización sus primeros memoriales de remedios presentados a los cardenales regentes y a los asesores flamencos de Carlos V. Los remedios presentados para la reforma de las Indias se apoyan en el Corpus iuris canonici. La concepción de la ley discutida en las primeras distinciones del Decretum inspira a Las Casas la convicción de la armonía existente entre lo útil y lo justo que avala la concepción de su impulso reformador. Por su parte, las medidas prácticas que propone el clérigo sevillano, como la composición y la erección de obispados, derivan del propósito mismo del Derecho Canónico por proveer la salud temporal y espiritual de los españoles y de los indios. A mostrar esta fuerte presencia del Derecho Canónico en estos tempranos escritos lascasianos se avoca el siguiente apartado.


3. La dimensión canónica de los primeros escritos de Las Casas


Las Casas comenzó sus intervenciones en la corte hacia finales de 1515 y principios de 1516 cuando el cardenal Jiménez de Cisneros asumió la regencia de España tras la muerte del rey Fernando V, viudo de la reina Isabel la Católica, en enero del último año mencionado. La crítica de estos escritos de Las Casas, cegada por la presunción de que éste no conocía el Derecho en esa época, no ha observado suficientemente que los primeros memoriales y peticiones se fundamentan en su formación de canonista, la cual aparece debajo de las denuncias y medidas prácticas que propone. Desde la intervención más antigua de Las Casas, el extracto de su “Representación a los regentes Cisneros y Adriano ” [1516], se desprende que su aproximación es eminentemente jurídica. Este punto de vista legal se descubre en la siguiente generalización:




[Las Casas ] Dice que todo lo que SS.AA. han mandado guardar por sus leyes, no han guardado ni guardan cosa alguna, salvo las que a los indios cumplen para haber más indios; antes diz que hacen ordenanzas e despensaciones contrarias a las leyes e ordenamientos que SS.AA. mandaron guardar (Las Casas, “Representación” 3).




Esta referencia a la legislación positiva de las Indias revela que las denuncias listadas se vertebran en función de las Leyes de Burgos y subrayan el incumplimiento de estas disposiciones en Indias.


Así, frente a la ruptura de la undécima ley que prohibía echar cargas a los indios, Las Casas levanta la denuncia: “dice que las bestias con que acarrean eran los mismos indios” (Morales Padrón 317; Las Casas “Representación” 3). Frente a las leyes quinta y decimoquinta, que mandaban el descanso de los indios los domingos y fiestas de guardar así como el servirles mejor comida en esos días, se levanta la denuncia: “Dicen que les hacen trabajar las fiestas e domingo porque aquellos días los envían cargados de herramientas a las minas [...] porque no les dan nada de comer, andan los indios aquella noche toda y el día a buscar de comer por el campo de modo que el día que habían de holgar mueren” (Morales Padrón 315, 318; Las Casas, “Representación” 4). Frente a la ley vigésima, que proveía el reparto de vestidos a los indios, acusa Las Casas: “tienen a los indios sin les dar casas, comiéndose de mosquitos, que es un gran tormento, porque están en cueros” (Morales Padrón 320; Las Casas, “Representación” 4). Frente a la ley vigesimocuarta, que protegía a los indios contra los maltratos físicos, denuncia que los españoles azotaban, llagaban y aperreaban a los indios (Morales Padrón 322; Las Casas “Representación” 4). Lo más importante de la “Representación a los regentes” radica en mostrar que la situación de hecho violaba la mens legis, es decir, la intención misma de la ley burgalesa que pretendía tanto “el buen tratamiento y conservación de los dichos indios que a otro ningún respeto ni interés particular ni general” como “inclinarlos a las cosas de nuestra santa fe católica” (Morales Padrón 314-315). Las Casas insiste en que se han obtenido resultados opuestos y concluye que a los naturales “les es tan aborrecible el nombre de cristiano, que tienen por mejor ir al infierno, creyendo carescer de la conversación de los cristianos, que al paraíso, habiendo de estar con ellos” (“Representación” 5).


A este primer escrito le siguió el “Memorial de remedios para las Indias” [1516], que presenta las reformas concretas para restaurar el incumplimiento de las leyes sustentado en el “Memorial de denuncias” y que Las Casas redactó con la aprobación de fray Antonio Montesinos y del doctor Juan López de Palacios Rubios, quien “lo mejoró, añidió y puso en el estilo de corte” (Las Casas, Historia de las Indias 3:114). Menciono, en particular, el noveno remedio, puesto que permite entroncar este memorial con la legislación positiva sobre las Indias y con la concepción legal de fondo que subyace a las ideas de Las Casas. Al recomendar que se retengan “las cuatro últimas [leyes]” referidas a los deberes de los visitadores, Las Casas confirma que alude a las Leyes de Burgos. A este cuerpo legal vuelven a remitir las posteriores referencias a la decimoséptima ley sobre la enseñanza de gramática a los hijos de los caciques, así como a la decimonovena sobre el reparto y distribución de hamacas (Las Casas, “Memorial de remedios” 39, 41; Morales Padrón 319-320).


La gran importancia que Las Casas concede a este cuerpo legal se debe a que se trataba de la legislación positiva que se venía aplicando entonces a toda la porción conocida de las Indias. Por esta razón, Las Casas enfoca su memorial de remedios en torno a aquellos aspectos que no se ajustan ni a lo justo ni a lo útil ni al bien común de la república:




Que las leyes que su Alteza mande hacer, las que fueren provechosas, las manden guardar, y las otras, que son para que los indios no vivan, las quiten; porque al tiempo que se hobieron de hacer tomóse parecer de los que allá tenían indios, y dijeron algunas cosas que más parecen inclinadas a adquirir que a celo de república; pero las otras que son útiles, son justas y santas, especialmente las cuatro últimas que a la postre se hicieron [...] vuestra reverendísima señoría las mande guardar so gravísimas penas (Las Casas, “Memorial de remedios” 27; cursivas mías).




En este fragmento, la selección lascasiana de los adjetivos descansa en una específica concepción de la ley que revela la dimensión jurídica y práctica del “Memorial de remedios”. Dicha adjetivación proviene del canon que sanciona las siguientes características como constitutivas de la ley: honesta, justa, manifiesta, necesaria, posible, útil, ajustada a la naturaleza y a la costumbre de la patria, conveniente al lugar y al tiempo, y “nullo priuato commodo, sed pro communi utilitate conscripta” [hecha no para beneficio privado sino para el bienestar común] (Corpus iuris canonici c.2.D.IV). En este mismo remedio, Las Casas advierte que en el acto legislativo burgalés se tuvo en cuenta el consejo de quienes poseían indios y se emitieron opiniones dictadas por su interés personal y no por un afán de servir al bien común. Esta comprobación justifica la reforma que defiende Las Casas y que nuevamente se apoya en la legislación canónica que admite la mudanza de las leyes bajo ciertas condiciones, especialmente la consideración de lo útil: “statuta quandoque varientur humana, praesertim quum urgens necessitas vel utilitas” [a su tiempo los estatutos humanos varían, especialmente cuando urge la necesidad o la utilidad] (Corpus iuris canonici c.8.X.IV.14).


En su “Memorial de denuncias ”, íntimamente relacionado con el “Memorial de remedios” y elevado el mismo año de 1516 contra la red de explotación liderada y respaldada por Lope de Conchillos, Las Casas exhibe los fundamentos jurídicos de la legislación española en los que sustenta su reforma acudiendo a la cláusula testamentaria de Isabel la Católica. Las Casas la alegará numerosas veces en sus futuras actuaciones, reconociéndola como de derecho y precepto divino; no obstante, ya en este temprano memorial afirma “que debe ser habida por ley” y que, a partir de la voluntad de la reina para atraer a los indios a la fe sin agraviarlos según la concesión papal, Fernando el Católico emitió las ordenanzas para encomendar a los indios a personas buenas. En el momento en que eleva este memorial, dichas disposiciones positivas “están pervertidas [...] en mucho desorden e contrario uso” y Las Casas concluía solicitando “se provea el remedio presto” (Las Casas,“Memorial de denuncias” 27, 30).


El remedio más eficaz consistía en la reorganización de las comunidades de acuerdo con el modelo diseñado en el complementario “Memorial de remedios” que, al incidir en lo útil, justo, provechoso y santo, integra las medidas prácticas que propone con la premisa doctrinal jurídica según la cual la justicia, por un lado, y la honestidad y utilidad, por el otro, no se oponen sino que se complementan. Ambas son caras de una misma moneda que le llega a Las Casas a través del Derecho Canónico, pero que se hallan también presentes en la doctrina legal romana —honeste vivere— y en las Siete partidas —“biuir bien y ordenadamente según el plazer de Dios” (Corpus iuris civilis J.1.1.3; España, Siete partidas f 5r [Partida 1, Tít. 1, ley 1])—. Si las leyes están premunidas de las condiciones señaladas en el canon citado, su cumplimiento no sólo resulta obligatorio en el fuero externo de la jurisdicción del rey, sino también en el fuero interno de la conciencia. Al ser justa y santa, la ley del príncipe se ciñe a un precepto superior, ya que se legisla, como lo expresa positivamente el último segmento mencionado de las Partidas, “según el plazer de Dios”. El súbdito que las desobedece rompe primeramente el pacto social, según lo define el Derecho Canónico: “pactum est societatis humanae obtemperare regibus suis” [es el pacto de la sociedad humana obedecer a sus reyes] (Corpus iuris canonici c.2.§2.D.VIII), haciéndose reo en el fuero externo del rey y en el fuero interno de su conciencia porque, según los cánones, “ipsa iura humana per imperatores et reges saeculi Deus distribuit generi humano” [a través de las mismas leyes humanas [dictadas] por los emperadores y reyes temporales, Dios gobierna al género humano] (Corpus iuris canonici c.1.D.VIII). Este último canon implica la colaboración del gobernante con Dios y, por consiguiente, la complementariedad entre la ley divina y la humana, que se ancla en la clasificación de las leyes propuesta por las Siete partidas: “las leyes se departen en dos en pro de los cuerpos y en pro de las almas” (España, Siete partidas f 6r [Partida 1, Tít.1, ley 3]).


El efecto de estas medidas a principios del siglo XVI explica que las Leyes de Burgos y las reformas de Las Casas se muevan en el plano del bienestar temporal y del cuidado de las conciencias. Todos los remedios propuestos en el “Memorial de remedios” se subsumen en estas categorías. Para procura del bienestar corporal, Las Casas aconsejaba suspender temporalmente el trabajo indio, reemplazar a todas las autoridades que hasta entonces habían gobernado las Indias, mantener a los indios en sus islas de origen y cumplir rigurosamente las leyes justas (Las Casas, “Memorial de remedios” 23, 27, 28). A este mismo propósito temporal, el clérigo endereza las recomendaciones sobre fundar pueblos de indios lejos de los pueblos españoles a distancias regulares, levantar hospitales y bohíos en un número proporcional al de los pobladores, poblar la tierra con médicos, gramáticos y oficiales —especialmente labradores—, nombrar mayordomos, visitadores y procuradores responsables de velar por el bienestar y vigilar las rotaciones laborales en las minas y en los campos, los periodos de descanso y la calidad de la alimentación, todo lo cual deberá redundar en la sucesión y multiplicación de los indios y frenará sus continuas muertes (Las Casas, “Memorial de remedios” 34-48). Con el cultivo de la tierra y el trabajo racional en las minas, insiste Las Casas, las comunidades producirán utilidades que costearán los aperos necesarios para el cultivo, cubrirán los salarios de los clérigos y generarán rentas mayores y perpetuas para el rey (Las Casas, “Memorial de remedios” 34, 40, 43). Las comunidades podrán sustentarse, conservarse y abastecerse a sí mismas, y alcanzarán la autosuficiencia necesaria que se presupone para la existencia del Estado, según la tradición política clásica (Aristóteles, Politics I.1252b-27-31).12


La intención final del memorial atañe, sin embargo, al cuidado de las almas: “el fin principal por quien todo se ha ordenado y orde nare se hace, y a él se ha de dirigir y encaminar, es la salvación de aquellos indios, la cual ha de haber efecto mediante la doctrina cristiana que Su Alteza les mande dar” (Las Casas, “Memorial de remedios” 40).13 Así, para procura del bienestar espiritual, el diseño de las comunidades prevé que para la salvación de los indios se les mande dar la doctrina cristiana “como mayor y mejor salario de sus trabajos” (Las Casas, “Memorial de remedios” 40). A este propósito servían las medidas prácticas reseñadas más arriba: la doctrina se impartirá en los momentos de ocio, la distancia entre los pueblos servirá para estar continuamente con ellos y bautizar más fácilmente a los recién nacidos, los bachilleres de gramática alfabetizarán a los indios más capaces para que éstos instruyan a otros mejor e incluso puedan hacerse clérigos o frailes (Las Casas, “Memorial de remedios” 35, 41).


Las propuestas lascasianas se ocupan también de la salud espiritual de los españoles. El decimosegundo remedio pide ordenar que no se autorice el nombramiento a ningún cura de españoles “si no fuere letrado, porque sepa alumbrar y encaminarles las conçiençias a todos cerca de los indios y en las otras cosas; y no sea como hasta aquí; que no haberles hecho hacer conçiençia de los males que hacían contra los indios, ha sido mucha causa de su muerte” (Las Casas, “Memorial de remedios” 28). En esta petición, Las Casas observa muy específicamente las habilidades necesarias para la administración de la confesión y la penitencia. El nombramiento de un clérigo o fraile comportaba hacerlo juez espiritual de las personas por cuya salud espiritual debía velar. El idóneo ejercicio de su oficio, particularmente su facultad para absolver los pecados, requería del conocimiento suficiente para aquilatar las cuentas de conciencia. Así, el remedio lascasiano se sustenta en el canon que regula las condiciones de los confesores: “Caveat spiritualis iudex, ut, sicut non conmisit crimen nequiciae, ita non careat munere scientiae. Oportet, ut sciat cognoscere quicquid debet iudicare discernat” [Guárdese el juez espiritual de que, así como no cometió el crimen de la negligencia, así tampoco le falte premunirse de ciencia. Conviene que sepa lo que debe saber y discierna lo que debe juzgar] (Corpus iuris canonici c.1.D.VI.de poenit.).


Asimismo, Las Casas solicita hacer una relación al papa del mal hecho en las islas y del dinero adquirido con perjuicio de almas y cuerpos para que el pontífice conceda “una especial composición para todos los que cargo de indios tuvieren e han tenido, que dando tanta cantidad de dineros, despense con ello de todo el cargo que dellos hasta entonces toviere” (“Memorial de remedios” 33). Manuel Giménez Fernández destacó la importancia de la composición entre las medidas recomendadas por Las Casas y la identifica con una forma del Derecho Canónico positivo originada en el siglo XIV y derivada del deber de restitución. Aplicada tras la absolución penitencial en casos en que es difícil identificar a la persona originalmente afectada por el penitente o a sus sucesores, la composición impone una compensación material al pecador en “remisión extraconfesional por la iglesia de la pena temporal debida por los pecados ya perdonados” (Giménez Fernández, Bartolomé de las Casas 2: 536). Recomendar la composición equivale a acudir al principio canónico de la restitución que se expone en el Decretum : “Penitentia non agitur, si res aliena non restituitur” [No se hace penitencia, si no se restituye la cosa ajena] (Corpus iuris canonici c.1.C.XIV.q.VI) y cuya formulación esencial, procedente de la epístola agustina que allí alega Graciano, reaparece en el Liber Sextus convertida en una de las regulae iuris canonici que citará Las Casas repetidamente en sus escritos posteriores (Corpus iuris canonici r.4.V.12.in VI).14


A diferencia de sus escritos de la época en que Las Casas luchaba por la promulgación de las Leyes Nuevas, de los de su ejercicio episcopal y de los posteriores a la controversia de Valladolid, sus primeros memoriales no desarrollan sistemáticamente la argumentación jurídica, pero sí remiten a los escritos de otros canonistas:




Que vuestra reverendísima señoría mande ver unas obras que cerca de los indios, el doctor Palacios Rubios, del Consejo Real, y el maestro Matías de Paz, catedrático que solía ser en Valladolid, han hecho y las mande imprimir y publicar y llevar a las Indias, porque este negocio de indios no se ignore para condenación de tanta ánima, y se sepa cómo aquellos indios son hombres y libres y han de ser tratados como hombres y libres, y no se dé más lugar al demonio que ciegue a los que no quieren ver (Las Casas, “Memorial de Remedios” 28).




Las Casas no ofrece las razones jurídicas que respaldan sus opiniones aunque se basan, como hemos visto, en un criterio legal sustentado sobre todo en el Corpus iuris canonici. La remisión a los escritos de Matías de Paz y Juan López de Palacios Rubios suple la discusión propiamente jurídica. Palacios Rubios, consejero de Fernando V y miembro del consejo asesor del cardenal Cisneros, expresó sus opiniones en su tratado De las islas del mar océano. Aunque posteriormente, en la década de 1540, cuando escribía su Tratado comprobatorio, Las Casas discreparía de las nociones del poder suscritas por Palacios Rubios por no ajustarse a la opinión común de los doctores y forzar la lectura del Hostiense, el tratado De las islas del mar océano contenía varias afirmaciones de interés para los fines reformistas de Las Casas. Palacios Rubios admitía que los indios isleños eran hombres racionales, mansos, pacíficos y capaces de entender la fe (Palacios Rubios, De las islas del mar océano 9). Pero fundamentalmente opinaba que los habitantes de las islas se encontraban en un estado que expresaba la ley natural al punto que las guerras que sostenían no habían constituido entre ellos la institución de la esclavitud. Consecuentemente, los isleños gozaban de una absoluta libertad que no perdieron al haber caído bajo el poder de la majestad católica y los asistía el derecho de conservar el dominio de sus cosas (Palacios Rubios, De las islas del mar océano 32, 39-40). En virtud de su habilidad natural, se les podía exigir los impuestos debidos a los súbditos del rey, siempre que no se les restringiera su libertad, y se les debía predicar la doctrina de Cristo con dulzura y amor por parte de sus prelados (Palacios Rubios, De las islas del mar océano 149).


La doctrina de Matías de Paz coincidía en reconocer la libertad de los indios y sostenía que quienes hasta entonces los habían oprimido se hallaban obligados a la restitución :




los sobredichos indios recibieron gustosísimamente, según es fama, el sacramento del bautismo, luego que a su conocimiento llegó el nombre del Señor, parece, en consecuencia, que no es permisible someterles como siervos a despótico principado, y que quienes hasta el presente los han oprimido, están obligados a la restitución. Aún más: en relación con la segunda duda, parece que los dichos indios no pueden estar bajo el dominio real o político de otro Príncipe distinto de los señores que antes tuvieron, aunque los tales señores sean infieles (Matías de Paz 218).




Como puede apreciarse, Matías de Paz le proporcionaba al memorial de Las Casas la fundamentación jurídica favorable a la libertad de los indios y al deber de restitución adquirido por los españoles que Las Casas reconoce implícitamente al solicitarle a Cisneros que eleve al papa una relación y que se haga una composición para bien de las almas de los españoles, es decir, la composición equivale a la restitución que pide teóricamente Matías de Paz.


Las reformas propuestas por Las Casas en el “Memorial de Remedios” pasaron parcialmente a la instrucción cardenalicia entregada en 1516 a los frailes jerónimos nombrados para implantarlas, pero no lo hicieron cabalmente. Los jerónimos, fray Bernardino de Manzanedo, Luis de Figueroa, Alonso de Santo Domingo y Juan de Salvatierra, se parcializaron en favor de los españoles estantes en las islas, se limitaron a libertar a los indios cuyos señores se encontraban en España y condujeron una encuesta que no favoreció a la capacidad de los indios.


Tras este primer intento reformador ante la corte de Cisneros, Las Casas continuó elevando a los consejeros de Carlos V otras medidas de reforma, siempre amparado en las nociones jurídicas que entonces conocía. En 1518, por ejemplo, cuando inicia su segunda intervención en la corte, la situación política había cambiado. El cardenal Cisneros había muerto en Roa y Carlos I de España se encontraba en la península gobernando bajo la tutela de los cortesanos flamencos con quienes había venido de Flandes. El segundo “Memorial de remedios” [1518] de Las Casas, dirigido a Jean Le Sauvage, atestigua la continuidad del esfuerzo del clérigo sevillano en la corte a fin de parar la mortandad de las indios y asegurar las rentas del soberano: “haya dos años y medio que ando en esta real corte, y agora, como de parte de vuestra alteza me fuese mandado que diese algunos medios si sabía para que aquella tierra se remediase, los quales he puesto en escrito, segúnd lo que yo muchas vezes he comunicado con muchas personas que allá estaban, y a mí, que ha diez y seys años que en aquellas tierras estoy, me paresçe” (Las Casas, “Memorial de remedios” [1518] 49).


En el tenor de su presentación, Las Casas puntualiza que su opinión personal se hace portavoz de la de otras personas moradoras de las Indias. Se refiere con toda seguridad a la comunidad de dominicos y franciscanos que dos años antes habían enviado una carta colectiva a Cisneros y a Adriano nombrando a Las Casas como su representante en la corte para defender a los indios. Los padres franciscanos y dominicos lo recomiendan en los siguientes términos:




Quidam autem clericus Bartholomeus de las Casas qui pro istorum remedio atque justitia in Hispania perrexist: et postea cum prioribus istis diui Jheronimi indorum procurator rediit: nunc iterum super eodem negocio ad reverendissimas dominationes vestras revertitur. Iste suplebit voce: quod omisimus scripto. Vir bonus est et religiosus: et ut credimus a deo in opus ministerii huius electus: Quod ex hoc patet quod tam sit charitatis et justizie zelo succensus: quod terrena queque despexerit commoda: quod Dei voluntate impleret: harumque gentium salutem temporalem et spiritualem haberi laboret procuret et insudet. Postremo quod persecutionibus et contumeliis non careat: ut de illorum numero vere cognoscatur esse quibus dictum est. Si me persecuti sunt et vos persequentur. Fide dignus est cui vestre reverendissime dominationes fidem prestare poterunt et debent.


[Cierto clérigo llamado Bartolomé de las Casas marchó a España para el remedio y justicia de estos indígenas y después regresó con los Jerónimos nombrado como procurador de los indios, vuelve a España para tratar con sus Señorías Reverendísimas del mismo negocio. Él suplirá de palabra, lo que nosotros omitimos por escrito. Es hombre bueno y religioso y, según creemos, escogido por Dios para este ministerio. Parece claro que le mueve un encendido celo de caridad y de justicia ya que ha despreciado las terrenas comodidades y se impone voluntariamente grandes trabajos para conseguir la salud espiritual y temporal de estas gentes. Finalmente ha sufrido persecuciones y contrariedades tales, que pueden ser de aquellos de quienes se dijo “si a mí me persiguieron también os perseguirán a vosotros”. Es digno de fe; vuestras señorías pueden y deben darle entero crédito] (Chacón, Cartas censorias 21-22, traducción de Chacón, 26).




Por tener el Derecho Canónico la primacía en las discusiones jurídicas de acuerdo con opinión común de los doctores españoles, el entrenamiento de Las Casas como canonista constituyó el factor esencial para que los religiosos lo eligiesen como su representante.


Nuestra interpretación se apoya en un asidero más fuerte si consideramos que se desestimaba la competencia jurídica de los frailes en la real cédula, expedida en Burgos a 20 de marzo de 1512 por Fernando el Católico y dirigida a Diego Colón en respuesta a la protesta encomendera suscitada por el sermón que fray Antonio de Montesinos predicara en Santo Domingo a iniciativa del superior fray Pedro de Córdoba. Dicha cédula condensa todos los elementos jurídicos con los que más adelante se toparía Las Casas y carga las tintas en el respaldo jurídico que asistía al rey Fernando V, que dictó las palabras siguientes:




Vi ansí mismo el sermón que dezís que hizo un flayre dominico que se llama frey Antonio de Montesino. Y aunqu[e] él syenpre de predicar escandalosamente me ha mucho maravillado en gran manera de dezir lo que dixo, porque para dezirlo ningún buen fundamento de theología ni cánones ni leyes tenía según dizen los letrados. Y yo ansí lo creo porque, quando yo e la señora Reyna mi muger, que gloria aya, dimos una carta para que los yndios sirviesen a los xpianos como agora les sirven, mandamos a juntar para ello todos los de nuestro Consejo y muchos otros letrados theólogos y canonistas y, vista la gracia y donación que nuestro muy santo padre Alexandro sesto nos hizo de todas las yslas de tierras firmes descubiertas e por descubrir en essas partes cuyo traslado autorizado yrá con la presente y las otras causas escritas en derecho y conforme a rrazón [que] para ello avía, acordaron, en presencia e con parescer del arzobispo de Sevilla que agora es, que se devían de dar y que era conforme a derecho humano y diuino pues por la rrazón que los legos pueden alcanzar, ya vosotros vedes quan necesario es queso esté hordenado como está en quanto a la servidumbre que los yndios hazen a los xpianos (Chacón, Cedulario cubano 429 [doc. 96], cursivas nuestras).




Además de descalificar a Montesinos, la cédula destaca la legitimidad del proceso de hechura de las leyes por parte de la Corona y el respaldo de los letrados con que cuentan los gobernantes.


En la común opinión de estos doctores, el Derecho Canónico, considerado más cercano a la ley divina, ocupaba el ápice de la jerarquía jurídica. Bartolomé de las Casas, el clérigo canonista, contaba con la acreditación necesaria para sustentar las reformas pertinentes ante el soberano y sus asesores. Sabedores de su formación profesional, los franciscanos y dominicos de La Española lo ganaron para su causa y lo nombraron, como hemos visto, su representante en la corte. La carta conjunta de recomendación apunta un detalle fundamental sobre el proceder del futuro obispo de Chiapas. Según los frailes, Las Casas actúa movido por celo de caridad y de justicia, virtudes que corresponden a los atributos esenciales de un canonista: “Ubi karitas non est, ibi fides uel iustitia locum non habet” [Donde no hay caridad, allí no tienen lugar la fe o la justicia] (Corpus iuris canonici c.29.C.XXIV.q.1).


Este binomio de caridad y justicia proporcionan las dos bases más sólidas que permiten comprender las motivaciones que se hallaban a disposición de Las Casas a través de su formación legal. La caridad es la virtud que permite el cuidado del prójimo espiritual y corporalmente; la justicia, la virtud que caracteriza a cualquier jurista civil o canónico. Las Casas siempre luchó por hacerla valer en las esferas civiles y eclesiásticas desde el principio hasta el final de su carrera. Lo reconocieron tempranamente los franciscanos y dominicos de La Española cuya carta anticipaba la colaboración que ambas órdenes se prestarían en sus ministerios a través de Las Casas, no obstante la existencia de voces discrepantes. En sus proyectos de reforma y en sus escritos jurídicos e históricos, Las Casas luchó siempre por hacer prevalecer la justicia y por cuidar caritativamente las almas de sus prójimos, sustentándose en las normas civiles y canónicas, argumentando jurídicamente y recordándoles a los soberanos y a sus consejeros su obligación de legislar equitativamente, de revocar las leyes sancionadas por la justicia y de hacer cumplir las disposiciones justas.15


Además de su sustento jurídico canónico, las actuaciones de Las Casas se desenvolvieron dentro del aparato estatal de la España quinientista cuya tensión entre el brazo seglar y el brazo eclesiástico proporciona una clave para comprender la racionalidad subyacente a la producción de sus escritos, como veremos en el apartado siguiente.


4. El ordenamiento jurídico del reino: poder eclesiástico y poder real


Junto a los estudios de canonística, la Universidad de Salamanca patrocinaba también los estudios de Derecho Civil, para lo cual contaba con una facultad dedicada a esta rama jurídica. La presencia de ambos derechos respondía ciertamente a una concepción del Estado marcada por la convivencia entre el poder civil y el eclesiástico. Los dos poderes se consideraban supremos en sus esferas correspondientes, pero su interacción produjo numerosas disposiciones e instituciones para definir y delimitar las jurisdicciones respectivas. En la vida cotidiana, el poder eclesiástico restringía el poder civil a través de los conceptos de la inmunidad eclesiástica y de las penas canónicas. El primer concepto sustraía a las personas y bienes de la Iglesia de la autoridad seglar, eximiendo a los clérigos del poder judicial civil y del pago de impuestos. Las penas canónicas, por su parte, consistían en los medios coactivos para aplicar las decisiones de los jueces eclesiásticos; la excomunión, por ejemplo, podía liberar teóricamente a los súbditos de la fidelidad debida a su monarca (Aldea 135-140). El poder civil contaba también con ciertos mecanismos para limitar y controlar el poder de la Iglesia. En el caso de los reyes castellanos, el recurso más importante lo constituía el derecho de patronato real, que facultaba al rey a nominar a los candidatos que ocuparan los obispados y beneficios eclesiásticos en sus reinos (Aldea 158-162).


Las fronteras jurisdiccionales de ambos poderes se difuminaban frente a causas judiciales cuya configuración cayera en la intersección de sus dominios. En este terreno de la casuística se ponían a prueba los principios mencionados. La coexistencia de ambos dominios jurisdiccionales se advierte en el último pasaje que hemos citado del Ars et doctrina, donde Alonso de Benavente advierte al novel canonista de la necesidad de mantenerse al corriente con las leyes de Castilla y lo remite al Ordenamiento de Alcalá, promulgado por Alfonso XI en 1348 (Kleffens 217), en lo referente a la prelación de ordenamientos jurídicos que se debía observar en Castilla añadiendo que, como última instancia de derecho supletorio: “recurrendum est ad ius commune” [se debe recurrir al Derecho Común ] (Benavente 68); pero únicamente después de considerar el mismo Ordenamiento de Alcalá, el Fuero real, código anterior puesto en vigencia para algunas ciudades españolas a partir de 1255 por Fernando el Santo y luego por Alfonso el Sabio (Kleffens 168-170), y las Siete partidas, la magna compilación jurídica llevada a cabo por Alfonso el Sabio y su equipo hacia 1265 (Kleffens 184). En el marco de la concepción de la época, Benavente entiende por ius commune tanto el Corpus iuris civilis como el Corpus iuris canonici, cuerpo jurídico este último que, además de su empleo como derecho supletorio, tenía una esfera de uso muy concreta en la regulación de la vida eclesiástica (Pérez Martín 46-48).


Las dos disposiciones castellanas aducidas por Benavente, el Fuero real y los Ordenamientos de Alcalá, regían la administración de la ley en los reinos castellanos y acusaban el interés de la Corona por situar la legislación real por encima de los estatutos municipales contenidos en los fueros locales (Petit 157). El Fuero real mandaba que “ninguno juzgue por otras leyes, ni razone, sino por las deste fuero” (España, Fuero real 1:357 [lib. 1, tit. 6, ley 5]). En consonancia con esta tendencia centralizadora del poder real, el Ordenamiento de Alcalá reconocía el alcance legal de los fueros “en aquellas cosas que se usaron, salvo en aquellas que Nos fallaremos que se deben mejorar e emendar, e en las que son contra Dios e contra raçón e contra Leys que en este libro se contienen” (España, Ordenamiento de Alcalá 1:465 [tit. 28, ley 1]). Todas las causas civiles y criminales debían definirse primeramente de acuerdo con el Ordenamiento de Alcalá y por los fueros municipales en segunda instancia. En caso de necesitarse una fuente de derecho supletorio, el ordenamiento complutense disponía el recurso a las Siete partidas : “los pleytos y contiendas que no se pudieren librar por las Leys deste nuestro libro, e por los dichos fueros, mandamos que se libren por las Leys contenidas en los Libros de las siete Partidas” (España, Ordenamiento de Alcalá 1:465 [tit. 28, ley 1]). Inclusive, dado que el rey “ha poder de facer fueros e Leys”, se reservaba el derecho de interpretar, declarar y enmendar los fueros y las Partidas y exigía, además, que en caso de persistir dudas se le consulte sobre la última decisión (España, Ordenamiento de Alcalá 1:466 [tit. 28, ley 1]).


Para la época en que Bartolomé de las Casas recibe sus grados de abogado y para cuando inicia sus intervenciones en la corte, este movimiento in crescendo del poder real se había reconfirmado y matizado en virtud de la publicación de las Leyes de Toro, preparadas por los asesores de los Reyes Católicos y promulgadas tras la muerte de Isabel la Católica por Fernando V actuando como regente de Castilla en nombre de su hija Juana la Loca en 1505, con las que los Reyes Católicos habían respondido a los requerimientos presentados por las cortes toledanas de 1502 (Kleffens 228-236). La primera ley de Toro incluía el Ordenamiento de Alcalá y reforzaba la voluntad centralizadora de Alfonso XI al instituir a los monarcas como la más alta instancia de interpretación legislativa y al depositar en sus manos la resolución final de cualquier problema:




mandamos que quando quier que alguna duda ocurriere en la interpretación y declaración de las dichas leyes de ordenamiento, y pragmáticas y fueros, o de las Partidas, que en tal caso recurran a Nos y a los Reyes que de nos vinieren, para la interpretación y declaración dellas: porque por nos vistas las dichas dudas declararemos e interpretaremos las dichas leyes como se conviene a servicio de Dios nuestro Señor, y al bien de nuestros súbditos y naturales y la buena administración de nuestra justicia (España, Leyes de Toro 6:558 [ley 1]).




Incluso las Leyes de Toro revocaban una ordenanza de los propios Reyes Católicos que “en duda a falta de ley”, proveía se siguieran las opiniones de Bártolo de Saxoferrato y de Baldo de Ubaldis en las causas civiles, y las de Juan Andrés y el Abad Panormitano en las causas canónicas (España, Leyes de Toro 6:558 [ley 1]). Se estipulaba, complementariamente, en la ley segunda, que se impriman las leyes y que nadie pueda ocupar un cargo de justicia sin antes conocer “las dichas leyes de ordenamientos y pragmáticas, partidas y fuero real” (España, Leyes de Toro 6:558 [ley 2]).


Esta pretensión de dar a conocer y divulgar las leyes del reino impulsó tanto el interés de los reyes por las universidades como la producción de glosas legales y la ola de publicaciones jurídicas que se desató en los siglos XVI y XVII. Durante este periodo, las Leyes de Toro sumaron 28 ediciones, frente a 7 de las Siete partidas (Gil Ayuso VII, 12, 24, 37, 53, 68, 87, 100). Todas estas ediciones traían aparatos de glosas escritos por connotados juristas y miembros de los consejos reales. Estos comentarios orientaron la discusión legal, acogieron en su interior las opiniones de sus predecesores canonistas y civilistas, y redefinieron la posición de ambos derechos, Canónico y Civil, que las leyes de Toro habían supeditado a la decisión suprema del soberano español. Uno de los artífices de este cuerpo legal y su primer comentarista, el doctor Juan López de Palacios Rubios, reflexionó detenidamente sobre todas estas instancias de razonamiento legal que presidían las decisiones de los jueces y las argumentaciones de los juristas y, además, estableció una serie de normas para su manejo. Sus conclusiones no se distancian mucho de las que enseñaba Benavente en su cátedra salmantina y concedían un estatus superior al Derecho Canónico. Palacios Rubios avanza esta conclusión en su tratado De donationibus inter virum et uxorem que, durante el siglo XVI, influiría fuertemente la práctica jurídica en los tribunales laicos de España y de las Américas.


El propio Bartolomé de las Casas, refiriéndose a la inclusión de los indios dentro de la jurisdicción eclesiástica y no dentro del fuero civil en su actuación ante la Audiencia de los Confines, el año de 1545, dejó constancia de que las justicias seglares utilizaban este tratado para guiarse en sus decisiones relativas a la intersección entre la jurisdicción civil y eclesiástica: “el dotor Palaçios Rubios […] es el evangelista de los seglares que se huelgan de husar por la jurisdiçión eclesiástica” (Las Casas, “Representación a la Audiencia de los Confines” [1545] 203). En su rúbrica introductoria al De donationibus inter virum et uxorem, Palacios Rubios describió minuciosamente la línea ascendente y descendente que existía entre los derechos y expresó su opinión en los siguientes términos:
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